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PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREITA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, abril veintitrés de dos mil nueve.

Acta número 0031 del 23 de abril de 2009. 

Hora: nueve y quince de la mañana (9:15 a.m.)

En la fecha y hora referidas, se constituye esta Sala en audiencia pública, dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación de apelación interpuesto por el portavoz judicial de la parte demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, el 28 de noviembre de 2008, en el proceso ordinario acumulado que JHON JAIRO BENJUMEA CASTRO; ACENELIA CORREA SANCHEZ; MARIA CRISTINA SUAREZ MUÑOZ; CARLOS ALBERTO GONZALEZ OSORIO; ALBA LUCIA VALENCIA BELTRÁN y EFRAÍN HERNANDEZ BAÑOL promueven en contra de  el PATRIMONIO AUTONOMO DE REMANENTES DE TELECOM “PAR”.
En sesión previa, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde a la siguiente,

SENTENCIA   

Buscan los actores, a través del mismo apoderado judicial, se condene a la entidad demandada a cancelar el valor proporcional correspondiente al período de vacaciones comprendido entre el 15 de abril de 2005 y el 16 de mayo de 2005, la  indemnización teniendo en cuenta los factores salariales reconocidos en la Convención Colectiva de Trabajo y dando cumplimiento al articulo 5 de la Convención Colectiva de Trabajo 1994 – 1995 y las costas procesales. Adicionalmente, en el caso de la demandante Acenelia Correa Sánchez, pretende el pago de la prima por 10 años de servicio y auxilios educativos.

Fundamento de hecho de tales pretensiones, son los que a continuación se sintetizan:

El señor Benjumea Castro se vinculó con la demandada, mediante un contrato de trabajo a término indefinido a partir del 25 de abril de 1990 hasta el 13 de mayo del 2005; al momento de la cancelación del contrato de trabajo el actor se encontraba ubicado en la Escala de Técnico Operativo y desempeñaba el cargo de Auxiliar de Telecomunicaciones, de la Gerencia departamental de Risaralda. 

La promotora Correa Sánchez se ató con la rea procesal, por medio de convenio a término indeterminado, desde el 26 de diciembre de 1991 hasta el 31 de enero de 2006; al momento de la cancelación la demandante se encontraba desempeñando el cargo de Auxiliar Administrativo.

La señora Suárez Muñoz se vinculó con la demandada en forma indefinida entre el 17 de octubre de 1984 hasta el 31 de junio de 2003, desempeñándose como Auxiliar Administrativo al momento de la cancelación del contrato en la Gerencia departamental de Risaralda.

El señor González Osorio inició su relación laboral con la parte accionada, a partir del 13 de enero de 1989, el actor se encontraba ubicado en la Escala Técnica y desempeñaba el cargo de Telefonista Nacional. No le fue entregado oficio de cancelación del contrato, por lo tanto se deduce que la misma ocurrió el primer día hábil de la fecha de entrega del oficio remitido por correo certificado.

La señora Valencia Beltrán se vinculó con la demandada, a partir del 7 de mayo de 1995, habiendo laborado un total de 8 años, 2 meses y 19 días, mediante un contrato de trabajo a término indefinido; al momento de la cancelación del contrato la señora se encontraba ubicada en la Escala Técnica y desempeñaba el cargo de Operador Servicios Telecomunicaciones.

Finalmente el demandante Hernández Bañol prestó sus servicios a la entidad pasiva de la acción, entre el 16 de octubre de 1980 y el 25 de julio de 2003, habiendo laborado por un espacio de 22 años, 9 meses y 10 días. Para la última data se encontraba ubicado en la Escala Técnica y desempeñaba el cargo de Telefonista Nacional de la Gerencia departamental de Risaralda. 

Mediante el Decreto 1615 de 2003 se dispuso “La Supresión y Liquidación de la Empresa de Nacional de Telecomunicaciones – TELECOM” –art. 10- designando como ente liquidador a la Fiduciaria La Previsora S.A.; en el mes de mayo de 2005, el gerente liquidador dio por terminados los contratos de trabajo a término indefinido suscritos con los promotores de esta acción.

El 30 de marzo del año 2006, quienes demandan solicitaron al representante legal de La Fiduciaria, que procediera a efectuar el pago del valor proporcional de las vacaciones, el pago de la indemnización, teniendo como factor integrante el 8% y 10% otorgado en la Convención Colectiva de Trabajo, petición que fue resuelta desfavorablemente, por cuanto los porcentajes antes mencionados no constituyen factor salarial.

Admitida la demanda en auto del 11 de julio del 2007, se ordenó correr traslado a la accionada, quien, una vez notificada dio respuesta a la demanda, a través de apoderado judicial, pronunciándose respecto a los hechos y oponiéndose a las pretensiones. Propuso como excepciones de fondo las que denominó “Imposibilidad para proferir sentencia de fondo contra el Consorcio Remanentes TELECOM”, “Falta de Legitimación de la causa por pasiva”, “Buena fe”,  “Prescripción” y “Declaratorias de otras Excepciones”.     

Se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que fuera posible llegar a un acuerdo conciliatorio, evacuándose la etapa de saneamiento y fijación del litigio, sin modificación del proceso. A continuación se decretaron las pruebas solicitadas por las partes, las cuales se practicaron y allegaron a la actuación.

Antes de proferir fallo, se decidió acumular los procesos, por dirigirse contra la misma demandada y fundamentarse en similares hechos.

Se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, en la que la Juez consideró que con respecto a las vacaciones correspondientes al último período laborado por los actores fueron compensadas en dinero al finalizar la relación laboral, lo que conlleva a la absolución de esta pretensión; de acuerdo con lo establecido en los artículos 24 y 25 de la Convención Colectiva de Trabajo vigente para el 2000 – 2001 y que fuera aportada por todos los demandantes, las bonificaciones del 8% y del 10% de la asignación básica, las partes acordaron expresamente, que no obstante pagarse mensualmente, no constituye factor salarial. 
En cuanto a las indemnizaciones, luego de analizar el acervo probatorio, la Juez encontró que las que pagó la entidad resultan superiores a las que se obtendrían, por lo que absolvió por ello.
Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por el apoderado judicial de la parte demandante, quien sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:

Manifiesta que el manual de prestaciones de Telecom de 1992 establece en su artículo 187 que para reconocer las vacaciones a un funcionario cuando cesan sus actividades, en este caso por la terminación del contrato de trabajo, debe faltarle 30 días o menos para cumplir el año de servicios de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1045 de 1978, también lo es que la interpretación dada por el Despacho a la norma anteriormente aludida es escueta, restringida y contraria al principio de favorabilidad. Con respecto de los porcentajes convencionales manifestó que el 8% y 10% que percibieron de manera permanente los demandantes, sumas que se le cancelaban conjuntamente con el salario, hay que tenerla  en cuenta como salario, pues no se trataron de valores esporádicos o circunstanciales, por el contrario estas sumas conservaron su proporcionalidad con los incrementos salariales pactados entre empleador y la organización sindical, es decir nunca sufrieron una variación durante la relación contractual entre los actores y la demandada. Sobre la interpretación del articulo 5 de la Convención Colectiva de trabajo de 1994 -1995, indica el recurrente que la juez en su decisión, hace un análisis no sólo de la aplicación del principio de constitucional de favorabilidad con respecto a la parte débil de la relación sino también en la valoración de las pruebas documentales aportadas, puesto que se interpretó la palabra “sobre” del texto del articulo 5 de la mencionada Convención Colectiva como “además de”, esto quiere decir, que los demandantes al trabajar menos de 10 años y mas de 5 años se les debió indemnizar 20 días adicionales de salario sobre (además de) los 45 días básicos. Por lo tanto el demandante Castaño López que ocupaba el cargo de Profesional Oficial, se le debió cancelar la indemnización y pagar sobre la base de 85 días de salario por año de servicio. 
Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Sala es competente para conocer de la apelación suscitada en el presente proceso, en virtud de la integración de los factores territorial y funcional, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5º y ordinal 1º lit. b del 15, todos del Código Adjetivo Laboral.

Problema jurídico a resolver

Corresponderá a esta Sala determinar si los demandantes tienen derecho a percibir valor alguno por concepto de vacaciones –compensación en dinero-. Además, será menester verificar si los porcentajes adicionales, pactados en las convenciones colectivas, hacen parte integrante del salario para efecto de la tasación de las distintas prestaciones. Finalmente, el estudio se encaminará a verificar la forma de liquidación de indemnización por despido aplicable.

Compensación vacaciones en dinero.

Lo primero que debe decirse respecto del recurso planteado, es que las prestaciones de los demandantes, en calidad de trabajadores oficiales, no están reguladas por el Decreto 1045 de 1978, sino por el Decreto 3135 de 1968, partiendo de la naturaleza de la entidad que ostentaba la calidad de empleadora             –Empresa Industrial y Comercial del Estado, según el Decreto 2123 de 1992 art. 1
-.

La normatividad aludida regula las prestaciones de los servidores del sector nacional, estableciendo en su artículo 2
 que ha de entenderse por dichas entidades, listado en el cual no se incluye las entidades con la naturaleza jurídica que tenía Telecom.

Clarificado el tema de la normatividad aplicable, es menester decir que la misma sí admite el pago proporcional de las vacaciones, en los términos del artículo 10 del Decreto 3135 de 1968 –inciso final- en concordancia con lo señalado en el artículo 43 ordinal 3º del Decreto 1848 de 1969
.

Antes de entrar a determinar si en el caso concreto de los promotores de este proceso, se les canceló en forma oportuna dicho concepto, es menester subrayar un asunto netamente procesal.

En efecto, es preciso advertir que en la técnica de elaboración de una demanda, resulta indispensable que el libelista tenga en cuenta que debe existir concordancia o coherencia entre los fundamentos fácticos y el petitum, es decir, que aquellos sean el fundamento de estos y que estén además, debidamente acreditados, tal como lo establece el artículo 177 del Estatuto Procedimental Civil.
Lo anterior resulta lógico y además necesario, pues sería inaceptable que las partes adujeran supuestos fácticos relacionados con un asunto y al momento de señalar las pretensiones, nada tuvieran que ver éstas con aquellos. Lo anterior, habida cuenta que el objeto de las pruebas no es otro que la demostración de los hechos, de ahí la importancia de que todo guarde estrecha lógica y siga un mismo hilo conductor. 

Son los hechos pues, los cimientos de la pretensión, por ello, se insiste, deben guardar congruencia.
En este asunto, se tiene que todas las demandas padecen de similar defecto en la confección fáctica que apoya las pretensiones, pues en parte alguna se observa  el sustento de hecho de la pretensión relativa al pago proporcional de las vacaciones, pues lo único que se hizo apenas fue una escueta alusión al mencionarse el punto relativo a la reclamación administrativa.

Se detalla, entonces, una ausencia total de fundamento fáctico atinente a esta pretensión, lo que sin embargo, no evitó que la dispensadora de justicia de primer grado, analizara lo pertinente al momento de fallar, encontrando que el valor de las vacaciones había sido pagado debidamente.

Y dicha decisión encuentra como sustento en el plenario, las copia de las liquidaciones efectuadas al momento de culminar el contrato de trabajo (Benjumea Castro –fl. 182 -; Hernández Bañol –fls. 168 y 169-; Correa Sánchez –fls. 8 a 10 cdno. 2-; Valencia Beltrán –fls. 176 y 177-; Suarez Muñoz –fls. 172 y 173- y González Osorio –fls. 162 y 163-
), en los cuales se evidencia que en efecto, dichos valores fueron pagados por la empresa empleadora al momento de finiquitar los vínculos contractuales.

Dichos documentos revelan, sin lugar a dudas, que al finalizarse el nexo contractual, la empresa procedió a liquidar y pagar a los aquí demandantes, la compensación por concepto de vacaciones, de forma proporcional, en los términos del Decreto 3135 de 1968, artículo 10, por lo que no hay lugar a imponerle, nuevamente, una carga en dicho sentido. 
Corolario de lo anterior, se confirmará la decisión judicial de primera instancia en este aspecto.

Carácter salarial de las bonificaciones convencionales.

Se reclama en los libelos incoatorios, que se tenga como factor salarial unos porcentajes equivalentes al 10% y 8% de su salario, el cual tenía origen en la convención vigente entre 1998 a 1999.
La Sala al revisar el citado texto convencional, encuentra que, en efecto, en el artículo 25 de ese texto convencional, una “Bonificación de estímulo laboral”, equivalente al 10% de la asignación básica mensual.

En el convenio-fl. 200 cdno. Acumulados- se plasmó en los siguientes términos:

“LA EMPRESA otorgará, a partir del 1º de enero del año 1998 una bonificación mensual de estímulo laboral para las escalas profesional y técnica, equivalente al diez por ciento de la asignación básica mensual, la cual no constituye factor salarial” –negrillas para destacar-
Por su parte, el artículo 25 de la convención vigente entre los años 2000 y 2001 (fl. 223 ib.), estableció una bonificación en similares términos, para los trabajadores oficiales. Reza su tenor literal:

“A partir de Enero del año 2000, LA EMPRESA pagará a todos sus trabajadores oficiales una bonificación mensual y permanente, equivalente al ocho por ciento (8%) de la asignación básica mensual a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior.
Las partes acuerdan expresamente, que no obstante que se pagará mensualmente, esta bonificación no constituye salario ni factor salarial” (negrillas propias del texto original, subrayas para destacar).

En  ambos casos se destaca que las partes suscriptoras del acuerdo convencional, pactaron, en forma expresa, que los aludidos estímulos o bonificaciones, a pesar de ser habituales, pues su pago se hacía mensual, no constituían salario ni factor prestacional.

Esta cláusula, fijada por las mismas partes, es absolutamente válida, al tenor de lo establecido en el artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo, pues se autoriza a las partes a que en las prestaciones extralegales que pacten, señalen su carácter salarial o no, pacto que, siempre que respete los derechos laborales mínimos, tendrá plenos efectos. Al respecto, bien vale la pena traer a colación el siguiente pronunciamiento jurisprudencial del máximo órgano de justicia laboral en el país:
“El legislador puede entonces también –y es estrictamente lo que ha hecho- autorizar a las partes celebrantes un contrato individual de trabajo, o de una convención colectiva de trabajo o de un pacto colectivo, para disponer expresamente que determinado beneficio o auxilio extralegal, a pesar de su carácter retributivo del trabajo, no tenga incidencia en la liquidación y pago de otras prestaciones o indemnizaciones. Lo que no puede lógicamente hacerse, ni por quienes celebran un convenio individual o colectivo de trabajo, es disponer que aquello que por esencia es salario, deje de serlo”
 –negrillas y sublineado de la Sala-    

El sólo hecho de la habitualidad del pago junto al salario y su incremento a la par con éste, no le quitan esa naturaleza de factor no prestacional que, se repite, expresamente, le dieron las partes, máxime cuando las mismas establecieron que su pago se haría de esta forma –mensual- y que el porcentaje a pagar por estímulo, se extractaría de la remuneración básica mensual, con lo que, obviamente, al incrementarse ésta, también variaría el valor de la bonificación.
Es menester reiterar que, mientras no desconozcan las garantías mínimas fundamentales del trabajador, los pactos sobre los pagos, su habitualidad y su carácter, son perfectamente válidos y primaran en desarrollo de la relación.

Así las cosas, se observa que las bonificaciones respectivas carecen, por voluntad de las mismas partes que suscribieron la convención colectiva, del carácter salarial pretendido.

Indemnización por terminación unilateral del contrato de trabajo.
De conformidad con el Decreto 1615 de 2003, por medio del cual se dispuso la supresión y liquidación de Telecom, se estableció a favor de los trabajadores oficiales una indemnización de conformidad con las reglas establecidas en la convención colectiva vigente para la época. 
La convención suscrita entre la empresa y sus trabajadores en el año de 1994       -fls. 308 y ss. Cdno demandante Suarez Muñoz-, que se encontraba vigente para la época en la cual se produjo la culminación de los vínculos contractuales, establecía en su artículo 5º una tabla indemnizatoria para cuando se presentará un despido sin justa causa, en los siguientes términos:

“a) Cuarenta y cinco días de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo de servicio no mayor de un (1) año;

b) Si el trabajador tuviera más de un (1) año de servicio continuo y menos de cinco (5), se le pagarán quince (15) días adicionales de salario sobre los cuarenta y cinco (45) básicos del literal a), por cada uno de los años subsiguientes al primero, y proporcionalmente por fracción;

c) Si el trabajador tuviera cinco (5) años o más de servicio continuo y menos de diez (10), se le pagarán veinte (20) días adicionales de salario sobre los cuarenta y cinco (45) básicos del literal a), por cada uno de los años subsiguientes al primero, y proporcionalmente por fracción, y

d) Si el trabajador tuviera diez (10) años o más se le pagarán cuarenta (40) días adicionales de salario sobre los cuarenta y cinco (45) básicos del literal a), por cada uno de los años subsiguientes al primero, y proporcionalmente por fracción.”

No existe ninguna duda interpretativa sobre este canon, pues los términos usados son bastante claros para establecer la cuantía de la indemnización por despido. 
En todos y cada uno de los casos puestos al conocimiento de esta Judicatura, se pagaron las indemnizaciones ajustadas a los términos convencionales, como se observa en las liquidaciones respectivas –folios citados anteriormente-, incluso, en algunos casos, se reconocieron mayores valores a los que correspondían, como bien lo encontró la Juez a-quo, por lo que el único camino es el de la absolución de dicha pretensión.

Así las cosas, se observa que carece de razón el apelante, pues la decisión de primer grado está debidamente fundamentada y apoyada en el acontecer procesal, por lo que ha de confirmarse íntegramente.

Costas en esta sede a cargo de la parte apelante. 
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
CONFIRMAR la decisión revisada.
Las costas en esta instancia, a cargo de la parte apelante.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� ARTICULO 1o. LA NATURALEZA JURIDICA. Reestructúrase en una Empresa Industrial y Comercial del Estado del orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y capital independiente, a la Empresa Nacional de Telecomunicaciones - TELECOM creada y organizada por las Leyes 6a de 1943 y 83 de 1945 y los Decretos 1684 de 1947, 1233 de 1950, 1184 de 1954, 1635 de 1960 y 3267 de 1963, vinculada al Ministerio de Comunicaciones a la cual, salvo lo dispuesto en el presente Decreto, para todos los efectos le serán aplicables las disposiciones que regulan el régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado. 





� ARTICULO 2o. DE LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACION PUBLICA. Para los efectos de este decreto se entiende por entidades de la administración pública del orden nacional la Presidencia de la República, Los ministerios, departamentos administrativos y superintendencias, los establecimientos públicos y las unidades administrativas especiales. 





� ARTICULO 43. DERECHO A VACACIONES.(...) 3. Los trabajadores oficiales ocupados en la construcción y sostenimiento de las obras públicas, tienen derecho a vacaciones proporcionales por las fracciones de año, cuando no alcancen a completar un año de servicios.


� Los folios citados pertenecen al cuaderno de cada uno de los demandantes.


� Sentencia del 12 de febrero de 1993. Rad. 5481. M.P. Hugo Suescún Pujols.
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